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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1251/2024/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintinueve de agosto de dos mil veinticinco.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 1251/2024/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veintisiete de abril de dos mil veinticuatro, **********, compareció por derecho propio a demandar la nulidad de la resolución de diecinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se determina el crédito fiscal 185979 por $39,096.00 (treinta y nueve mil noventa y seis pesos 00/100 m.n.) por concepto de impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El once de febrero de dos mil veinticinco se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Audiencia de ley. A las once horas con treinta minutos del veinte de mayo de dos mil veinticinco, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, al oficio de contestación de la misma, al escrito de ampliación de demanda, así como al oficio de su respectiva contestación; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora, y las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad fiscal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

De la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la parte actora es la resolución de diecinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se determina un crédito fiscal por la cantidad de $39,096.00 (treinta y nueve mil noventa y seis pesos 00/100 m.n.) por concepto de impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, acto que quedó acreditado con la documental que es visible a fojas 7 a 11 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación
	Fecha en que surtió efectos la notificación
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	19 de noviembre de 2024
	02 de diciembre de 2024
	03 de diciembre de 2024
	04 de diciembre de 2024 al 31 de enero de 2024

	10 de diciembre de 2024


CUARTO.- Legitimación. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta a **********, la personalidad e interés jurídico de la misma no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña la resolución impugnada; mediante la cual, se le impone diversas multas, la cual se encuentra a su nombre, de ahí su legitimación e interés para intervenir en el presente asunto.
En cuanto a la cualidad de quien comparece en representación de la autoridad demandada Vicente Torre Delgadillo, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, resalta que en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por reconocida su personalidad según las consideraciones del proveído de diez de marzo de dos mil veinticinco, al haber adjuntado copia de su nombramiento según constancia visible a foja 63 de autos.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 2 vuelta a 5 vuelta, como a fojas 103 vuelta a la 106 frente del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyo rubro es el siguiente:“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”

SÉPTIMO.- Decisión. Los conceptos de impugnación son infundados.

Resulta necesario establecer que conforme al auto de admisión de la demanda, fue precisado que el acto controvertido es el referente a la imposición de las multas establecidas en la resolución que se tuvo como impugnada, y que se indicó en el Considerando Segundo de esta Sentencia.

Ahora bien, del primer concepto de impugnación como del apartado nominado Violación al principio de legalidad, tanto de fundamentación y motivación de la competencia de los motivos de ampliación contenidos en el escrito de ampliación de demanda; se desprende que el accionante señala que se vulnera el artículo 38, fracción IV del Código Fiscal de la Federación, porque la autoridad demandada no es competente para emitir y firmar la multa con numero de crédito 172889, al carecer de facultades legales para ello, aunado a que se desconoce si la revisora cuenta con facultades necesarias para realizar dichos actos, es por esto que el hecho de que esté mal fundamentada la competencia no solo vulnera la fracción IV del artículo 38 del Código Fiscal de la Federación, sino también el primer párrafo del artículo 16 de la Constitución General del País.

El argumento sintetizado deviene infundado.
En principio debemos partir del hecho relativo a que el agravio sintetizado se encaminó a señalar que el acto debatido se encuentra indebidamente fundado y motivado; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares.

En efecto, conforme al artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, se establece como imperativo a toda autoridad, en su respectivo ámbito de competencia, la obligación de fundar y motivar la causa legal de sus actos, ello en respeto a las garantías constitucionales de seguridad y certeza jurídica consagradas en favor de los gobernados.

Ahora, para considerar un acto administrativo por correctamente fundado y motivado, es necesario que éste cumpla con los siguientes elementos: a) preceptos legales aplicables; b) relato pormenorizado de los hechos, incluyendo elementos temporales, espaciales y de modo; y c) argumentación lógica jurídica que explique con claridad la razón por la cual los preceptos de ley tienen aplicación al caso concreto, es decir, la subsunción racional del caso fáctico a la hipótesis normativa.

Al efecto, resulta oportuno hacer cita de la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Énfasis propio.
Bajo ese orden, es pertinente acotar en principio, que contrario a lo esgrimido por la actora, la resolución de diecinueve de julio de dos mil veintidós si cumple con la obligación de fundar y motivar de manera adecuada la competencia de su emisora, según se advierte del párrafo octavo de la resolución controvertida, el que para mayor comprensión enseguida se reproduce:

“En consecuencia, se le imponen la multas señaladas con fundamento en los artículos 2, 9, 12, 47 Fracción I inciso C), F) y penúltimo párrafo, 48, 72, 73, 78, 142, 143 y 144  del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí vigente; Artículos 1º, 3º Fracción I inciso A), 31 Fracción II,  33 fracciones V, VIII, XII, XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí en vigor; Artículos 1º, 3º Fracción II inciso A) y último párrafo, 14 fracciones X, XI, XII, XVI y XXXII; 15 Fracciones XV, XXIII, XXXI, XXXII, XXXV y XXXVII del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; publicado en la edición extraordinaria del Periódico Oficial de dicha entidad, el 07 de Mayo del 2005, modificado mediante Decretos publicados en las ediciones extraordinarias del mismo Órgano Oficial de Difusión, los días 17 de junio del 2006, 16 de Julio del 2011 y 19 de Enero del 2016.”  
Como bien se desprende del párrafo que ha sido reproducido, la resolución impugnada si contiene la cita de los preceptos legales así como de los motivos en los que se apoya la competencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para la imposición de las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, dado que como quedó evidenciado, se invocaron disposiciones relativas al Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí y del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, concretamente se refirieron los dispositivos 3º Fracción I inciso A), 31 Fracción II,  33 fracciones V, VIII, XII, XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí en vigor;  y artículos 1º, 3º Fracción II inciso A) y último párrafo, 14 fracciones X, XI, XII, XVI y XXXII; 15 Fracciones XV, XXIII, XXXI, XXXII, XXXV y XXXVII del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, de entre los cuales se resaltan las atribuciones tanto originarias de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí con facultades para recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que corresponden al Estado, Secretaría que para el despacho de los asuntos de su competencia, cuenta con la diversa unidad administrativa, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, a quien compete entre otras atribuciones las relativas a la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales así como la de determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales,
 de donde es evidente que el acto controvertido si fue emitido por autoridad dotada de competencia para ello como el que también resalta que se citaron los preceptos que otorgan la competencia a la autoridad demandada para emitir la decisión que hoy se controvierte, de ello lo infundado del argumento esgrimido por la actora.

En otro orden, en el segundo y tercer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda como en los apartados denominado Violación al debido proceso y Desproporcionalidad de la multa de los motivos de ampliación contenidos en el escrito de ampliación de demanda, el accionante dice que la autoridad no está siendo clara sobre la conducta que se pretende sancionar, dado que, de acuerdo con el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, se establece que son infracciones relacionadas con la obligación de pago de las contribuciones, el no presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales o presentarlos extemporáneamente o incompletos o con errores.

En ese sentido, dice el accionante,  si en el caso concreto la autoridad demandada en la resolución impugnada le impuso diversas multas, por haber presentado extemporáneamente y no espontáneamente previstos en las disposiciones legales, respecto del pago provisional mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, de los periodos indicados, fundamentando las infracciones correspondientes en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, es patente que dicha resolución es ilegal, pues dicha fracción no prevé la conducta infractora que se le atribuye a la contribuyente, como lo es, presentar declaraciones mediante requerimiento fuera de los plazos previstos en las disposiciones legales.

Aunado a ello, dice el accionante que en el caso, las multas impuestas vulneran el contenido del artículo 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado. en concordancia con el artículo 146 de dicho ordenamiento, debido a que se configura el cumplimiento espontaneo previsto en dicho numeral, ya que los pagos se efectuaron durante el dieciséis de octubre de dos mil veintidós y la notificación del crédito fiscal e imposición de multa ocurrió hasta el dos de diciembre de dos mil veintidós, lo que hace a la multa desproporcionada y contraria a los principios de proporcionalidad y seguridad jurídica.   
Resulta infundado el agravio sintetizado, de acuerdo a los siguientes razonamientos. 

En principio conviene puntualizar que, en términos del numeral 2º del Código Fiscal del Estado, la autoridad demandada se encontraba obligada a fundar y motivar correctamente la conducta infractora prevista en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, acorde al supuesto concreto de incumplimiento del contribuyente, a efecto de otorgarle certeza jurídica del motivo de la infracción, para la aplicación de la sanción correspondiente prevista en el artículo 154, fracción I, del Código Fiscal del Estado, ello acorde al principio de aplicación estricta de las normas, y al respecto cobra aplicación el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente.

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”

De la tesis preinserta se tiene que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado en el sentido de que debe acudirse al principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.
Bajo la premisa anterior, para considerar adecuada y suficientemente motivada la sanción impuesta al contribuyente, la autoridad demandada se encuentra vinculada a establecer el fundamento bajo el cual descansa la hipótesis legal que se estima infringida y el cómo es que esa hipótesis de infracción se actualizó por la conducta desplegada por el infractor.

Ahora, como fue precisado párrafos precedentes, el acto impugnado lo constituye la resolución de diecinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se determina un crédito fiscal por la cantidad de $39,096.00 (treinta y nueve mil noventa y seis pesos 00/100 m.n.) por la presentación extemporánea de las declaraciones de pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, correspondientes a los meses de diciembre de dos mil diecinueve, del mes de septiembre al mes de diciembre de dos mil veinte, del mes de enero al mes de diciembre de dos mil veintiuno y del mes de enero al mes de julio de dos mil veintidós. 

En tal sentido, del acto impugnado visible en fojas 07 a 11 de autos, se desprende que la autoridad demandada establece como motivación y fundamentación común de las infracciones lo siguiente:

	Declaración de pago mensual del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal (ISERTP)
	(…)
	Se determinó multa por presentar extemporáneamente y no espontáneamente en fecha (…) la declaración y formulario de pago a que está obligado de conformidad con el Artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado de San Luis Potosí, correspondiente al mes de (…) del (…) misma que fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 29/22-0000000233, notificado el día 05/10/2022.
	Artículo 153 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
	Artículo 154 Fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí


De la transcripción se obtiene que la demandada invoca como precepto legal en que se sustenta la conducta infractora, el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra dispone lo siguiente:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;

..."

(Énfasis nuestro.)

De igual modo, en el acto impugnado se aprecia que se citó como fuente normativa de la sanción, el numeral 154, fracción I, del Código Tributario, mismo que al efecto dispone:

“ARTÍCULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II;

…”

Énfasis propio.

Conforme al primero de los numerales reproducidos, se desprende medularmente que se tipifican como infracciones relacionadas con el pago de contribuciones las siguientes conductas:

a) No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o

b) Presentarlos de manera extemporánea, o

c) Incompletos; o

d)  Con errores. 

En ese sentido, teniendo como margen el hecho relativo de que una conducta puede ser de acción u omisión, en el caso tenemos que el legislador potosino, estableció como hipótesis de infracción, en la parte que nos ocupa, el presentar de manera extemporánea las declaraciones. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 19 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí las contribuciones deben pagarse en los plazos establecidos en las leyes respectivas, de donde en el caso que nos ocupa, el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí establece que la declaración mensual de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, deba presentarse a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, en mérito de lo cual, cualquier cumplimiento fuera de los plazos legalmente establecidos, constituyen un cumplimiento extemporáneo. 

La obligación fiscal nace por virtud de la norma, por lo que el supuesto sancionador se actualiza a partir de que el contribuyente no la cumple, al no presentar la declaración en el plazo señalado para tal efecto.

En ese tenor, es de destacar que en lo relativo a la omisión de presentar las declaraciones, sin duda se refiere a que éstas deben ser presentadas en tiempo y forma, en los términos precisados por la normatividad fiscal, por lo que el hecho de no realizar esa presentación cumpliendo con las condiciones precisadas en los ordenamientos fiscales, dará lugar en su caso, a que se incurra en alguna de las infracciones previstas en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, y por tanto, sancionables desde el momento mismo de su comisión, en términos de lo dispuesto en la fracción I, del artículo 154, del Código en mención.
No obstante lo anterior, conforme al artículo 146 del Código Fiscal en cita, el contribuyente que incurra en alguna de las infracciones tipificadas por el artículo 153 de dicho ordenamiento, por haber omitido el cumplimiento de alguna de las obligaciones fiscales, no podrá ser sancionado en tanto cumpla voluntariamente con dicha obligación; esto es, para que el cumplimiento sea voluntario no debe mediar requerimiento de la autoridad exactora, pues éste tiene como efecto eliminar toda posibilidad de tenerle por cumplido voluntariamente en la o las obligaciones omitidas y de concretar la exigencia de cumplimiento dentro de los plazos legalmente establecidos. 

De lo expuesto y conforme al principio de tipicidad antes enunciado, para cumplir con el deber de fundamentación y motivación que se exige al aplicar la sanción derivada del incumplimiento al ordinal 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, bastará que la autoridad informe en el acto concreto de aplicación, las razones que le permiten resolver que el acto de cumplimiento del contribuyente no puede ser considerado espontáneo, ya que este se ha generado una vez que la autoridad le ha requerido del cumplimiento de las obligaciones omitidas, destruyendo la posibilidad en términos del artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí de no ser sancionado, al no configurarse la figura del cumplimiento espontáneo. 

Ahora bien, tomando en consideración los argumentos y fundamentos establecidos en la resolución impugnada, tenemos que la conducta señalada por la autoridad al momento de imponer la sanción, atiende al hecho de “…presentar extemporáneamente y no espontáneamente en fecha (…) la declaración y formulario de pago a que está obligado,…”, condición fáctica que se ajusta al contenido del numeral 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, pues como ya se estableció, una de las hipótesis para estimar actualizada dicha infracción, es la relativa a la presentación extemporánea de la declaración; conducta que ocurre cuando el cumplimiento de la obligación no se realiza en el plazo legalmente establecido para ello, de ahí que, si la autoridad demandada está señalando que se actualiza la infracción porque se presentó extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que estaba obligado conforme a lo previsto en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el estado de San Luis Potosí, esa motivación es suficiente para tener por cumplido el requisito relativo a la fundamentación y motivación de la sanción aplicada, lo cual no se invalida ante el acto condición que la propia autoridad establece para poder sancionar la presentación extemporánea de la declaración o formulario de pago a que estaba obligado el contribuyente, ya que al haber sido presentadas con motivo del requerimiento de obligaciones omitidas se ubicaba en un cumplimiento no espontáneo. 

Como criterio orientador se cita la siguiente tesis aislada: 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 167737. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: VI.3o.A.324 A. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, Marzo de 2009, página 2738. Tipo: Aislada

CUMPLIMIENTO EXTEMPORÁNEO DE OBLIGACIONES FISCALES. NO PUEDE CONSIDERARSE ESPONTÁNEO CUANDO SE REALIZA CON MOTIVO DEL REQUERIMIENTO DE LA AUTORIDAD, AUN CUANDO NO HAYA SURTIDO EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE ÉSTE. El cumplimiento extemporáneo pero espontáneo de las obligaciones fiscales es aquel que tiene lugar fuera de los plazos legalmente establecidos, pero que deriva de la voluntad per se del contribuyente. Así, cuando la autoridad notifica un crédito fiscal por concepto de multa, derivado de la omisión de satisfacer una obligación tributaria, al tiempo que requiere su cumplimiento en un plazo determinado y el causante subsana la deficiencia al día siguiente, este acto no puede considerarse espontáneo, porque la conducta no responde a su libre albedrío, sino a la coacción de la autoridad, sin que obste que al momento de atenderse la obligación omitida aún no haya surtido efectos la notificación de la indicada determinación, porque ese aspecto es irrelevante en el caso particular, pues no determina que la autoridad tuviera conocimiento del incumplimiento de la obligación en fecha posterior al día en que se atendió por el contribuyente y, en todo caso, trasciende al plazo que se otorgó para observar la disposición ignorada. Más aún, el proceder del contribuyente da certeza de que conocía la irregularidad en que incurrió y de que no la corrigió sino hasta que se le hizo saber la sanción respectiva.TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 335/2008. Constructora Precci, S.A. de C.V. 29 de enero de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Zayas Roldán. Secretario: Gerardo Flores Báez.  

(el énfasis es nuestro)

En efecto, de la resolución impugnada se advierte que como motivación secundaria para robustecer la extemporaneidad de la presentación de la declaración y formulario de pago a que estaba obligado el contribuyente sancionado, la autoridad demandada señaló que la presentación no fue espontánea porque fue solicitada mediante requerimiento de Autoridad número: 29/22-0000000233, notificado el día cinco de octubre de dos mil veintidós; esto es, la alusión hecha por la enjuiciada al requerimiento que le fue formulado al contribuyente, es con el propósito de establecer precisamente esa condición fáctica de presentación no espontanea, pues esa referencia resulta obligada para demostrar la inaplicabilidad de la norma que impide a la autoridad sancionar al contribuyente cuando su cumplimiento ha sido espontáneo, y por tanto proceder a sancionar la conducta infractora, consistente en el cumplimiento extemporáneo de las obligaciones requeridas.

Luego entonces la carga de la prueba para destruir la presunción de validez de la resolución impugnada recae sobre la parte actora, para destruir el origen de la sanción impuesta, la cual consiste en que la obligación tributaria se cumplió de manera extemporánea y no espontánea al haber sido solicitada, mediante el requerimiento de autoridad identificado con el número de emisión 29/22 folio 0000000233, de fecha veintiséis de septiembre de dos mil veintidós, legalmente notificado el cinco de octubre del dos mil veintidós, esto es, el cumplimiento extemporáneo y no espontáneo de la obligación. 

En este sentido, lo no espontáneo constituye el acto condición para que la autoridad pueda sancionar la extemporaneidad del cumplimiento de las obligaciones fiscales en términos de lo dispuesto por el artículo 146 del Código Fiscal invocado, cuya interpretación en contrario establece, que las autoridades fiscales no impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aun cuando sea fuera del plazo. 
En ese sentido, si la autoridad está obligada a eximir al contribuyente de la aplicación de sanciones cuando cumple de manera espontánea sus obligaciones, siendo que la espontaneidad radica en el hecho de que el cumplimiento debe ocurrir cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación;
 es evidente que resultaba obligado para la autoridad indicar como parte de la justificación la no espontaneidad, para soportar legalmente que la presentación de la declaración o formulario de pago hecha por el contribuyente además de haberse presentado fuera del plazo establecido para ello, no fue presentada de manera espontánea dado que medió requerimiento para ello, por tanto, resulta desacertado como lo refiere el demandante, que la conducta que se le debió reprochar, era la atinente a la presentación de la declaración o formulario de pago a virtud de requerimiento de autoridad, misma que se encuentra prevista en el artículo 153, fracción III, del indicado Código Tributario, pues como se ha establecido, la conducta que penaliza la autoridad demandada es la relativa al hecho de presentar extemporáneamente la declaración y formulario de pago a que estaba obligado, el cual se sustenta en el acto condición de que éste no haya sido espontáneo, de ahí lo infundado de su argumento de impugnación.

Conforme a lo que ha quedado expuesto, del análisis al artículo 131, fracción I, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, la multa controvertida se encuentra debidamente motivada y fundada pues en la imposición de la sanción se señaló el precepto legal que resultaba aplicable al caso, aunado a que se expresaron las razones, circunstancias especiales y causas inmediatas que se tuvieron en consideración para la emisión de las sanciones relativas a la conducta de “presentar extemporáneamente” la declaración y formulario de pago a que estaba obligado el contribuyente, presentación que además no fue espontanea dado que la autoridad emitió y notificó legalmente un llamamiento a su cumplimiento a través del requerimiento respectivo, de ahí que sí se hayan actualizado las circunstancias establecidas en el numeral y fracción en estudio. 

Corolario de lo anterior y atendiendo al principio de tipicidad, si la autoridad está obligada a encuadrar la hipótesis normativa que considera infringida con la conducta del contribuyente, de tal manera que no exista duda que cometió la infracción; tales aspectos se cumplen dado que conforme a lo informado en la resolución impugnada, se desprende que el cumplimiento de la obligación que tenía el contribuyente conforme al artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, fue extemporáneo, pues como lo refiere la demandada en el requerimiento de obligaciones que obra a fojas 67 y 68 del expediente en que se actúa, mismo que fue consentido por el actor al no haberse controvertido mediante la ampliación de demanda, no obstante que se le otorgó el plazo para ello según el proveído de diez de marzo de dos mil veinticinco; requerimiento que señalaba de manera concreta la fecha de vencimiento de cada una de las obligaciones requeridas correspondientes a los meses de diciembre de dos mil diecinueve, del mes de septiembre al mes de diciembre de dos mil veinte, del mes de enero al mes de diciembre de dos mil veintiuno y del mes de enero al mes de julio de dos mil veintidós; el requerimiento de obligaciones fue notificado en fecha cinco de octubre de dos mil veintidós y las declaraciones fueron presentadas en el mes de octubre de dos mil veintidós (el dieciséis de octubre de dos mil veintidós) según manifestación del accionante
, de donde se comprueba que las declaraciones no se realizaron en el plazo legal establecido en las disposiciones legales, aunado a que no fue espontáneo dado que medió solicitud de cumplimiento a través del requerimiento multicitado, de ahí que no hay duda en cuanto a que la conducta realizada por el demandante encuadra exactamente en la hipótesis normativa invocada por la enjuiciada, esto es, en su presentación extemporánea. 

Del mismo modo, no pasa desapercibido para esta resolutora, que si bien el actor pretende que en todo caso la sanción que se deba imponer sea la que contempla el artículo 153, fracción III, del Código Fiscal Estatal, que establece que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, presentar las declaraciones o formularios de pago a que estén obligadas conforme a las disposiciones fiscales  a requerimiento de las autoridades fiscales, esta resolutora considera que la tipicidad en que encuadra la demandada la infracción no se contrapone con la establecida en el artículo invocado, máxime que ha quedado demostrado plenamente la legal existencia del requerimiento de obligaciones y por tanto la extemporaneidad de su cumplimiento.

Por lo anterior, toda vez que en términos del artículo 248, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la presente sentencia se emite considerando que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad, resulta indispensable que el actor pruebe que se emitió en contravención a las normas jurídicas, situación que en el caso no aconteció de acuerdo con los razonamientos vertidos en la presente resolución, toda vez que aunque niega lisa y llanamente haber cumplido extemporáneamente con las declaraciones requeridas, con las probanzas aportadas por la autoridad ha quedado destruida dicha negativa. 

En tales condiciones, por los razonamientos citados con antelación, debe determinarse que el demandante no logró destruir la presunción de legalidad con la que cuenta el acto administrativo impugnado, en la medida que sus agravios resultaron infundados; en consecuencia, la suscrita Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto reclamado consistente en la resolución de diecinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se determina el crédito fiscal 185679 por la cantidad de $39,096.00 (treinta y nueve mil noventa y seis pesos 00/100 m.n.) por concepto de impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- El actor no probó su acción, en consecuencia se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución de diecinueve de noviembre de dos mil veinticuatro, emitida por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, mediante la cual se determina el crédito fiscal 185979 por la cantidad de $39,096.00 (treinta y nueve mil noventa y seis pesos 00/100 m.n.); de acuerdo a los razonamientos precisados en el último Considerando de la presente sentencia. 

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� “Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”





� Octava Época, Registro: 164618, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 64, Abril de 1993, Tesis: VI.2o. /J.248, Página: 43.





� Artículo 15. La Dirección de Recaudación y Política Fiscal atenderá el despacho de los siguientes asuntos:


…


XV. Ordenar, en la esfera de su competencia, la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales;


…


XXIII. Determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación, fijarlos en cantidad líquida y cobrarlos e imponer las sanciones administrativas que procedan por infracciones fiscales;


...


XXXI. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones fiscales municipales, estatales y federales;


XXXII. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos;


…


XXXV. Dirigir a los notificadores, ejecutores y verificadores que les sean adscritos;


…


XXXVII. Las demás que le señalen las leyes, decretos, acuerdos, reglamentos y manuales vigentes en la Secretaría.”


� Época: Novena Época, Registro: 174326, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente:  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006, Página: 1667


� ARTÍCULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. (…)


� Foja 1 vuelta de su escrito inicial de demanda (2 vuelta de autos).





